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El 11 de mayo de 2013, Guatemala ocupó las por-
tadas de los medios más importantes de Europa 
y América porque un día antes un tribunal nacio-
nal condenó al ex dictador Efraín Ríos Montt a 
80 años de prisión por los delitos genocidio y lesa 
humanidad durante su gobierno de 1982 a 1983. 
Era la primera vez que un país procesaba a un ex 
jefe de Estado, con jueces nacionales, en tribu-
nales nacionales, por delitos de lesa humanidad.

Ocurrió en el país con la represión estatal más 
despiadada del continente en el siglo XX y en el 
que los avances democráticos y de construcción 
de un estado de Derecho han sido eclipsados por 
la pobreza de la mayoría de su población, indíge-
na maya, y la violencia epidémica ocasionada por 
las desigualdades y la presencia del narcotráfico. 
La sentencia sentaba jurisprudencia internacional 
porque se incluía como elemento del genocidio la 
violencia sexual contra las mujeres.

Diez días después, el 20 de mayo, la Corte de Con-
stitucionalidad, en un fallo dividido de tres contra 
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dos, anulaba la sentencia del juicio y ordenaba, con 
una argumentación enmarañada, que era válida la 
mitad del proceso, pero la otra debía repetirse. 

Las reacciones internacionales intentaron expli-
carlo en las presiones públicas contra el juicio por 
parte del presidente Otto Pérez Molina, general 
retirado, o algún poder que pudiera tener todavía 
Ríos Montt. Pero olvidaban una conferencia de 
prensa del 19 de mayo en la que la patronal en ple-
no mostraba su oposición a que se declarara “que 
todos los guatemaltecos eran genocidas” y le pedía  
a la Corte de Constitucionalidad corregir la plana 
y “salvar la gobernabilidad del país”. 

Algunas luces sobre la complicidad en 1982-83 en-
tre la élite y los militares, y la anulación del juicio 
por las presiones empresariales dieron pie a esta 
investigación. Éste es el resultado, publicado el 21 
de agosto de 2013. 
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El boicot de la élite empresarial al juicio por geno-
cidio no se debió a una simpatía por Efraín Ríos 
Montt sino a una relación más cercana: su alianza 
en la guerra civil guatemalteca. Empresarios for-
maron parte del gobierno de facto, hicieron un 
aporte extraordinario para la contrainsurgencia, 
cabildearon para revertir el aislamiento interna-
cional y utilizaron sus propias avionetas para el 
traslado de militares y el lanzamiento de bombas 
en el área ixil.

Hasta hace poco, esta alianza era un recuerdo 
nublado porque durante 30 años, entre 1983 y 
2013, la élite y Ríos Montt se distanciaron. Por 
diferencias que empezaron con el aumento de 
impuestos durante el gobierno de facto y por el 
apoyo empresarial al sucesor de Ríos Montt; que 
siguieron con la prohibición constitucional cu-
ando Ríos Montt intentó volver a ser candidato a 
la presidencia, y que reventaron en 2003 cuando 
Ríos Montt y su partido Frente Repuplicano Gua-
temalteco (FRG) le arrebataron a la élite el con-
trol del Estado, en el Congreso, en el Ejecutivo y 

CAPÍTULO I

Las cuatro patas de la 
alianza en medio de una 
gran incertidumbre
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en la Corte de Constitucionalidad. Fue tal la ani-
madversión, que el 24 de julio de 2003 grupos de 
choque del FRG estuvieron a punto de allanar el 
edificio de oficinas de la familia Gutiérrez-Bosch 
y la colonia emblemática de la aristocracia en la 
zona 14, La Cañada.

Una década más tarde, cuando el 19 de marzo de 
2013 se inició el juicio por genocidio contra Ríos 
Montt y Mauricio Rodríguez Sánchez, la élite 
parecía no darle demasiada importancia. Los ri-
osmonttistas y los hijos de militares pedían con 
insistencia el apoyo del Comité Coordinador 
de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Indus-
triales y Financieras (Cacif). El 4 de abril, Alfred 
Kaltschmitt, empresario influyente durante el go-
bierno en 1982-1983, escribía en una columna en 
Prensa Libre: “Lo dejaron solo. ¿Dónde está la Pa-
trulla Aérea Civil, que llevó a cabo miles de horas 
de vuelo en misiones cívico-militares en las regio-
nes de conflicto? Callados están los agroindustria-
les que celebraron con tanta fanfarria el final de 
una larga noche bélica y el inicio de una era de 
paz ganada a pulso contra el terrorismo subver-
sivo”. Más tarde, Zury Ríos, la hábil política e hija 
de Ríos Montt, consiguió lo que una década antes 
era imposible: una audiencia con el sector priva-
do para azuzarlos e inquietarlos con que después 
de a su padre, la Fiscalía y las organizaciones de 
víctimas los enjuiciarían a ellos y demandarían 
una reforma agraria. El Cacif recibió, a mediados 
de abril, a Zury Ríos y a otros hijos de militares, 
según un empresario que participó de las reunio-
nes y pidió no ser nombrado para este reportaje.

La élite, no obstante, terminó de convencerse cu-

http://www.prensalibre.com/opinion/Rios-Montt-dejaron-solo_0_893910602.html
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El comunicado de los doce, el 16 de abril de 2013

ando se lo advirtieron los suyos. Empresarios que 
veían en el juicio un parteaguas en la historia del 
país, pues representaba un caso en el que el sec-
tor privado estaba excluido de las decisiones. A 
politólogos asesores del Cacif, que hicieron dos 
análisis durante el juicio alertándolos de que si 
condenaban a Ríos Montt, las investigaciones se-
guirían la cadena de mando y podría enjuiciarse 
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al Consejo de Estado de 1982 y 1983, del que eran 
parte seis grandes empresarios. Y leyeron a los 12 
intelectuales y políticos de la élite, que publicaron 
un comunicado el 16 de abril, alertando sobre 
cómo una sentencia por genocidio sería el aca-
bose para el Estado, para la paz política y para el 
prestigio de Guatemala. Entre los 12 estaban dos 
exvicepresidentes, seis exministros, dos exsecre-
tarios, dos exguerrilleros y un diputado cercanos a 
los dos expresidentes de la élite en el actual perío-
do democrático: Álvaro Arzú (1996-2000) y Óscar 
Berger (2004-2008). Una de las signatarias del co-
municado fue Raquel Zelaya, secretaria ejecutiva 
de la Asociación para la Investigación y Estudios 
Sociales (Asíes), ex ministra de Finanzas y signa-
taria de los Acuerdos de Paz; Zelaya también fue 
una de las integrantes del Consejo de Estado de 
1982-1983 y se le preguntó si eso tuvo que ver con 
su firma en el comunicado. “Para nada, tengo la 
más firme convicción personal al respecto, lo cual 
no significa que niegue los hechos, ni evidentes 
delitos de lesa humanidad que se cometieron, 
pero que no llegaron al tema” de genocidio, fue 
su respuesta.

Los análisis de los politólogos del Cacif se dividi-
eron en dos documentos: “El primero, en marzo, 
fue que en Guatemala no hubo genocidio porque 
no está clara la voluntad expresa de destruir a un 
grupo étnico. Se cometieron actos constitutivos 
del delito de genocidio, pero no sucedió el ele-
mento de la voluntad de destruir a un grupo. El 
segundo análisis, en la primera semana de mayo, 
incluyó todos los fallos del proceso legal por parte 
del tribunal”, explica Philip Chicola, uno de los 
analistas del Cacif.

http://www.plazapublica.com.gt/sites/default/files/traicionar_la_paz_y_divdir_a_guatemala_0.pdf
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- ¿Y también que se pudiera juzgar después a em-
presarios cercanos al gobierno de Ríos Montt?,  se 
le preguntó a Chicola.

- “Se comparó con otros países con sentencias 
por genocidio. En Alemania o Ruanda se utilizó 
la acusación de genocidio contra personas que fa-
cilitaron, promovieron o fueron testigos de actos 
de genocidio. Se hizo un análisis de la cadena de 
mando, y si se llegaba al Presidente (Ríos Montt), 
el Consejo de Estado también podría haber sido 
enjuiciado. En el Consejo participaban líderes aca-
démicos, sociales y empresariales. En el caso de Ar-
gentina se demandó de manera civil a proveedores 
del ejército argentino. En Guatemala, cualquiera 
que hubiera tenido cualquier colaboración con el 
ejército podría haber sido susceptible de deman-
das civiles”.

Primero, las advertencias de Zury Ríos y otros hi-
jos de militares, como Ricardo Méndez-Ruiz, –
según el empresario que participó en las reunio-
nes entre ellos y miembros del Cacif–; segundo, 
las intuiciones de algunos empresarios; tercero, los 
análisis políticos; y cuarto, el comunicado de los 
intelectuales, cuatro factores dieron pie al boicot 
que lograría que la Corte de Constitucionalidad 
anulara la sentencia condenatoria el 20 de mayo.

Un boicot, decidido tras la sentencia del 10 de 
mayo, que no fue respaldado por toda la élite em-
presarial, según un empresario joven que participó 
de las deliberaciones. El 10 de mayo, cuando el Tri-
bunal de Alto Riesgo, conformado por Yasmín Bar-
rios, Pablo Xitumul y Patricia Bustamante, dictó la 
sentencia de 80 años de prisión contra Ríos Montt 
por los delitos de genocidio y crímenes contra la 
humanidad, algunos empresarios moderados, más 
jóvenes, intentaron hacer que se respetara el fallo 

http://www.elfaro.net/es/201304/noticias/11767/
http://www.plazapublica.com.gt/content/el-club-de-la-balanza-y-la-daga
http://www.plazapublica.com.gt/content/el-castigo-al-hombre-que-no-detuvo-el-terror
http://www.plazapublica.com.gt/content/el-castigo-al-hombre-que-no-detuvo-el-terror
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para evitar quedar como retrógrados ante la opin-
ión internacional. Pero al final pesó más el apoyo 
de los agremiados de las Cámara del Agro, de la In-
dustria y de Comercio. Un boicot, según este em-
presario, que utilizó la estrategia de “populismo 
de derechas, del miedo, para movilizar no sólo a 
los agremiados, sino a toda la derecha”. Lograron 
unir de una manera sin precedentes en las últimas 
tres décadas a empresarios, militares, la academia 
de derechas, el Gobierno y los medios tradiciona-
les, con la simpatía de la clase media urbana.

En 1982 Guatemala era parecida y distinta a 
la Guatemala de 2013. Parecida en cuanto a la 
desigualdad, con aun más pobreza; y distinta en 
cuanto a los escasísimos espacios democráticos 
de aquella época. Cuatro guerrillas de izquier-
das contaban con la simpatía de decenas de miles 
de guatemaltecos y de buena parte de la opinión 
pública estadounidense y europea, y estaban a las 
puertas de la Ciudad de Guatemala para intentar 
el asalto final del Estado. Estaban entusiasmadas 
por la victoria sandinista en Nicaragua en 1979 y 
el avance del Frente Farabundo Martí para la Lib-
eración Nacional (FMLN) salvadoreño. El ejército 
y Guatemala estaban aislados desde 1978 debido 
a las violaciones a los derechos humanos que la 
contrainsurgencia cometía contra civiles desar-
mados.

En 1982, la estrategia contrainsurgente que había 
empezado en 1978 todavía no había llegado a su 
plenitud. Tras cuatro años de desgaste del gobi-
erno de Romeo Lucas García y un nuevo fraude 
electoral que no fue avalado por un sector del 
ejército ni por la élite empresarial, el 23 de mar-
zo un grupo de oficiales jóvenes dio un golpe de 
Estado y llamó a Ríos Montt para que asumiera 
como jefe de Estado. Ríos Montt era un person-
aje que en 1974 había sido el candidato del Frente 

http://www.economist.com/blogs/americasview/2013/05/historic-verdict-guatemala
http://www.economist.com/blogs/americasview/2013/05/historic-verdict-guatemala
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Nacional de Oposición, con el socialdemócrata Al-
berto Fuentes Mohr como compañero de fórmula. 
Ese 1974, a  Ríos Montt le arrebataron el triunfo en 
otro fraude militar, aceptó un puesto diplomático 
en España y a su regreso en 1978 se convirtió en 
pastor neopentecostal de la iglesia El Verbo.

En 1982, tras 72 horas de incertidumbre para la élite 
“porque los capitanes rompieron con la jerarquía 
de la única institución que podía defendernos”, 
según un líder empresarial de entonces, empezó 
un nuevo capítulo de la añeja alianza entre milita-
res y empresarios.

En esta alianza, si bien estuvo dotada de un ele-
mento institucional y un consenso a nivel de clase, 
tuvo una participación personal en diferentes gra-
dos: La integraron desde demócratas cristianos que 
conformaron la parte desarrollista de la contrain-
surgencia con puestos técnicos en el Estado, pasan-
do por cabildeadores en Washington para romper 
el aislamiento al Estado y para sus exportaciones, 
empresarios y civiles que dieron apoyo político al 
formar parte del Gobierno y del Consejo de Estado, 
hasta quienes dieron contribuciones especiales o se 
enrolaron en la Reserva de la Fuerza Aérea y par-
ticiparon en operaciones militares con sus propias 
avionetas.

http://www.cidob.org/es/documentacio/biografias_lideres_politicos/america_central_y_caribe/guatemala/efrain_rios_montt
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En su primera semana en el poder, Ríos Montt 
envió emisarios a tocar la puerta del Cacif para 
pedir apoyo político. Y lo logró. Un tercio de su 
gabinete fue constituido por empresarios. Julio 
Matheu Duchez dejó la presidencia de la Cámara 
de Comercio y la vicepresidencia de la petrolera 
Basic Resources, hoy Perenco, para ser ministro 
de Economía; Otto Martínez Recinos, la Cámara 
del Agro para ser ministro de Agricultura; y Ad-
olfo Castañeda Felice, presidente del Colegio de 
Médicos y hermano del líder empresarial agríco-
la Rodolfo Castañeda, asumió como ministro de 
Salud.

No fueron los únicos. El sector empresarial 
designó en el Consejo de Estado a otros seis em-
presarios de la élite. La Cámara de Industria 
nombró a Ramiro Castillo Love, de la Cervecería 
Centroamericana y a Víctor David Benchoam Per-
era, del Banco Industrial; la Cámara de Comer-
cio nombró a Juan Carlos Simmons, exdirectivo 
de la Universidad Francisco Marroquín (UFM), 

CAPÍTULO 2

Primera pata: Gabinete 
militar, evangélico y 
empresarial
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exgerente de Fabrigas y militante del Movimiento 
de Liberación Nacional (MLN, de extrema dere-
cha); y a Roberto Carroll Ríos Sharp, cónsul hon-
orario de Irlanda; y la Asociación de Bancos, a Ju-
lio Vielman Pineda, representante de los bancos 
ante el Banco de Guatemala en varias ocasiones, 
y a Rafael Viejo Rodríguez, uno de los principales 
azucareros, según informes de El Observador. El 
Consejo de Estado era un ente corporativista, que 

http://www.albedrio.org/htm/documentos/ElObservadorNo4Feb07.pdf
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asesoraba y legitimaba al gobierno en sus decisio-
nes. Uno de sus productos estelares fue la ley que 
después crearía el Tribunal Supremo Electoral y la 
de Comisiones de Postulación, para elegir magis-
trados y fiscal general.

“Ríos Montt vino a pedir la mejor gente que pud-
iera garantizar la inversión nacional, pues nadie 
estaba invirtiendo”, recuerda en una entrevista 
para este reportaje Marco García Noriega, presi-
dente del Cacif en siete ocasiones, ahora presi-
dente de la Asociación de Azucareros (Asazgua) 
y del Banco Reformador. En 1982 era uno de los 
líderes jóvenes del sector privado.

Los empresarios compartían influencia en el Go-
bierno con los dos grupos más cercanos a Ríos 
Montt: Los militares jóvenes golpistas y losevan-
gélicos de la iglesia El Verbo. Entre los militares 
destacaban el capitán Rodolfo Muñoz Piloña, hoy 
directivo de la gremial de empresas de seguridad 
privada, y el subteniente Mauricio López Bonilla, 
hoy ministro de Gobernación. Ambos formaron 
parte de los ocho integrantes de la “Junta Asesora 
del Jefe de Estado”, recuerda Muñoz Piloña. Entre 
el círculo de influencia de los evangélicos estaban 
Jorge Serrano Elías, presidente del Consejo de Es-
tado y luego Presidente de Guatemala, en 1992; 
Francisco Bianchi, secretario personal presiden-
cial; Álvaro Contreras Valladares, hijo del funda-
dor de Prensa Libre, Álvaro Contreras Vélez, y 
secretario de asuntos privados del jefe de Estado.

En el gabinete de facto había otras figuras públi-
cas de la actualidad, como el arqueólogo Federico 
Fahsen en el Instituto Guatemalteco de Turismo 

http://www.nodulo.org/bib/stoll/alp07h.htm
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(Inguat), el economista Miguel von Hoegen en la 
Secretaría de Planificación y Programación de la 
Presidencia (Segeplan) y el periodista Gonzalo As-
turias Montenegro, quien pasó de la presidencia 
de la Asociación Guatemalteca de Periodistas a ser 
el vocero presidencial. Quienes completaban el 
círculo de influencia de Ríos Montt eran el peri-
odista Alfred Kaltschmitt, que dirigía una de las 
fundaciones que buscaban desarrollar, en la visión 
contrainsurgente, el área ixil: la Fundación de 
Ayuda al Pueblo Indígena (Fundapi), relacionada 
con la Iglesia El Verbo. Y el empresario y político 
Harris Whitbeck Piñol, encargado de la relación 
con el cuerpo diplomático y la coordinación de 
la ayuda humanitaria. Kaltschmitt y Whitbeck 
fueron testigos de la defensa de Ríos Montt en el 
juicio.

Sobre el Consejo de Estado, Raquel Zelaya argu-
menta que “por la legislación que se derivó de ese 
Consejo de Estado, se puede juzgar su aporte a la 
democratización del país. La estabilidad que el 
TSE (Tribunal Supremo Electoral) ha dado a los 
resultados electorales y una de las mejores leyes 
de partidos, que luego ellos mismos modificaron 
velozmente. Por primera vez se incorporó repre-
sentación de la mujer y de los pueblos indígenas. 
Participé en la Comisión Económica y en la de 
Asuntos  Políticos. Coincidí allí con Óscar Clem-
ente Marroquín, Amílcar Burgos, el doctor Soto, 
entre otros”.

Óscar Clemente Marroquín, actual director de La 
Hora, aporta otros matices al ser cuestionado sobre 
su participación en el Consejo. “El gobierno quiso 
utilizar al Consejo de Estado para legitimarse, so-

http://www.plazapublica.com.gt/content/digo-absolutamente-la-verdad-y-dios-esta-de-testigo
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bre todo dando participación a los “grupos étni-
cos”. Mi papel fue promover la reforma política, 
dentro de la Comisión Política y junto Amílcar 
Burgos planteamos el diseño de autoridades pro-
puestas por una Comisión de Postulación para ar-
rebatar al sector político tradicional el control del 
propuesto Tribunal Supremo Electoral. Tuve al-
gunos enfrentamientos con Jorge Serrano, presi-
dente del Consejo, porque siempre fui crítico. No 
me he arrepentido nunca de haber participado. A 
lo mejor con información más completa de lo que 
ocurría, hubiera actuado de otra manera, pero de 
acuerdo a las circunstancias, creo que hice lo que 
tenía que hacer”.

La publicación de los 60 integrantes del Consejo 
está en la parte final de este reportaje.
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El poder empresarial sobre los militares –como 
sucedió con prácticamente todos los gobiernos en-
tre 1954 y 1985– era significativo. Tanto que tenían, 
incluso en los peores tiempos de la represión, 
derecho a la libre expresión, a no tener que hacer 
servicio militar, a poder tener grupos armados para 
defenderse de las guerrillas y a oponerse pública-
mente a las decisiones gubernamentales. Un ejem-
plo fue el 18 de noviembre de 1982, cuando, en un 
campo pagado en Prensa Libre, la Cámara de In-
dustria le reclama al Gobierno por decisiones “in-
consultas”, “incongruentes” y “preocupantes” para 
la economía nacional. Las críticas publicadas en 
los medios de la época, por cierto, nunca se refi-
eren a la contrainsurgencia ni a la violencia contra 
civiles sino se centran en el estilo de gobernar de 
Ríos Montt, que se reflejaba en sus discursos sobre 
moral contra la explotación laboral o sus desplan-
tes al papa Juan Pablo II.

“Tenemos que recordar que el sector privado suf-
ría ataques directos de la guerrilla. Desde que nos 

CAPÍTULO 3

¿Una dictadura 
militar-empresarial?
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quemaban cosechas, secuestraban y asesinaban, 
como los casos de Luis Canella o Alberto Habbie. 
Algunos podrían considerar que teníamos lib-
ertades de participar o no participar (en el servicio 
militar), pero por otro lado estábamos metidos en 
el conflicto y teníamos que estarnos defendiendo 
de los ataques de la guerrilla. En una situación 
como esa no se podía tener todo”, contextualiza 
el empresario Marco García Noriega, quien desde 
hace 33 años empezó a formarse en el liderazgo 
del Cacif. El caso del industrial Canella aparece en 
el párrafo 3785 de la Comisión de Esclarecimiento 
Histórico.



Martín Rodríguez Pellecer /22

De hecho, la primera operación militar del Ejérci-
to Guerrillero de los Pobres (EGP) en Quiché fue el 
asesinato del finquero José Luis Arenas, conocido 
como El Tigre del Ixcán, líder del Partido de Unifi-
cación Anticomunista (PUA) y dueño de más de 50 
caballerías en el área ixil. Para el exguerillero César 
Montes, uno de los fundadores del EGP, se trató 
de “justicia popular contra un terrateniente feudal. 
Las guerrillas no atacaron a los empresarios prim-
ero, sino que los empresarios, desde los sesenta y 
setenta, financiaban escuadrones de la muerte con-
tra sindicalistas, intelectuales, periodistas y revolu-
cionarios. Empezaron los secuestros económicos 
(de empresarios) con (Leonel) Samayoa Brama, en-
tregado a tiempo y con buen trato; y los finqueros 
cerraron filas contra las guerrillas”. García Noriega 
refuta el argumento: “Cuando usted se sienta en 
una mesa de empresarios en la que el 80 por ciento 
tuvo familiares secuestrados o asesinados por par-
te de la guerrilla, es un tema muy sensible. Lo que 
no puede decirse es que cuando se mataba a un 
guerrillero era asesinato y cuando se mataba a un 
empresario era justicia social”.

Sobre la alianza militar, dos empresarios califi-
can la alianza militar-empresarial como una aso-
ciación casi coyuntural. A decir de García Noriega 
“era una alianza de conveniencia para poder sacar 
el país adelante, con muchas divergencias tam-
bién”. Según un empresario que era líder en los 
ochenta, que pidió no ser identificado, “los empre-
sarios y los militares siempre han desconfiado uno 
del otro, pero se necesitaban. En un período en el 
que no había legitimidad de elecciones, (los mili-
tares) tenían que buscar a alguien coherente, con 
estructura, que generaba empleo, que tenía poder 
por lo que generaba. Y nosotros (los empresarios) 
porque los militares daban estabilidad, coherencia; 

http://www.plazapublica.com.gt/content/la-perla-no-una-hacienda-sino-un-esbozo-del-pais
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con su estructura generaban tranquilidad, orden, 
paz, condiciones y certeza para trabajar”.

Desde el lado gubernamental, la relación se perc-
ibía de una manera distinta. Para el capitán Mu-
ñoz Piloña, “la relación era muy cordial porque 
los empresarios vieron que no nos estábamos cor-
rompiendo”. Para Harris Whitbeck “la relación era 
buena porque los empresarios estaban agradecidos 
porque comprendieron que Efraín (Ríos Montt) 
estaba tratando de pacificar el país. En el Conse-
jo de Estado, en el que había 30 titulares y 30 su-
plentes, había empresarios como Ricardo Asturias, 
Ernesto Viteri, Ramiro Castillo Love o Julio Viel-
man Pineda. También había 20 indígenas y hasta 
un comandante guerrillero de Todos Santos que 
se había colado, porque eran liderazgos escogidos 
por las comunidades. Mire, si Efraín (Ríos Montt) 
hubiera querido matar a todos, no los hubiera con-
vocado al Consejo de Estado”.

El economista Miguel von Hoegen, quien fue sec-
retario de Planificación (Segeplan), va un paso más 
allá al analizar la relación militar-empresarial: 
“Primero me gustaría decir que es un hecho que 
me molesta pero tengo que aceptar que me metí 
a la contrainsurgencia; a mí me interesaba aportar 
en la participación ciudadana y empecé en Sege-
plan desde 1973. Segundo, sobre la relación entre 
militares y empresarios, era muy amistosa y le 
puedo decir que toda la orientación de la política 
pública era para beneficiar al sector privado. Re-
cordemos que era el período del enamoramiento 
de los gobiernos con el neoliberalismo por influ-
encia de Ronald Reagan y Margaret Thatcher”.

“Era una alianza. Sabían que sólo juntos podían 
sacar adelante al país y ganar la guerra a la insur-
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gencia. Tanto el sector empresarial como el mili-
tar querían aplastar a la insurgencia. Así como los 
esposos buscan la unidad para sacar adelante a la 
familia, esta alianza era para sacar adelante al país. 
Y ambos tenían fuerza: No es que el sector privado 
tuviera de títeres a los militares, ni viceversa”, con-
tinúa Von Hoegen. Cuando había puntos en los que 
divergían, como el tema de impuestos, ahí sí se im-
pusieron los empresarios. “Bueno, tengo que con-
ceder que esa batalla, la ganaron”, completa Von 
Hoegen, director del Instituto de Investigaciones 
Económicas de la Universidad Rafael Landívar.

Desde otra esquina de la contrainsurgencia, otros 
testimonios que confirman la visión de Von Hoe-
gen son las de expatrulleros civiles, que cobraron 
alrededor de Q3,400 (US$ 425) entre 2003 y 2007 
en resarcimiento por los servicios prestados desde 
1981. En un reportaje de Plaza Pública, varios ex-
patrulleros que vivían en áreas cercanas a la Ciu-
dad de Guatemala cuentan que su labor durante la 
guerra era la de cuidar “a gente de pisto”, de dinero. 
O más precisamente, ejemplificaban con dos casos 
de vigilancia de fincas en Villa Canales para que los 
guerrilleros no quemaran cosechas ni atacaran a 
sus propietarios.

Enrique Godoy García-Granados, exvicealcalde 
de Ciudad de Guatemala entre 2000 y 2008, peri-
odista de radio y televisión, y proveniente de una 
familia patricia, recuerda que el poder en Guate-
mala descansó en tres pilares durante el siglo pas-
ado (1871-1996): los militares, los empresarios y la 
Iglesia católica. Una alianza que tuvo sus vaivenes 
con la Reforma Liberal y la Revolución y que se 
consolidó con la Liberación en 1954, con la alianza 
tradicional militares-empresarios-iglesia. Pero que 
con el auge de la Teología de la Liberación y las 

http://www.plazapublica.com.gt/content/los-ultimos-arboles-de-los-ex-pac
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iglesias evangélicas en los setentas, regresa a la versión re-
ducida del pacto, entre militares y empresarios, entre 1974 
y 1992.

Esta alianza militar-empresarial resultó en una de las dicta-
duras más conservadores de América Latina, que llegaron 
a criminalizar cualquier atisbo de protesta por injusticias o 
de simpatías con cambios sociales. Esta contrainsurgencia, 
responsable de casi todos los 200 mil muertos, 50 mil de-
saparecidos y un millón de refugiados en un país de siete 
millones de personas entonces, fue calificada como geno-
cida por la Comisión de Esclarecimiento Histórico de la 
ONU en 1999 y la sentencia de un tribunal guatemalteco. 
Sentencia que fue anulada el 20 de mayo por la Corte de 
Constitucionalidad.
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La alianza tuvo un componente financiero, aunque 
no como la dirigencia del Estado hubiera querido. 
Según el Ministerio de Finanzas, el presupues-
to nacional nunca superó el 7% del tamaño de la 
economía durante los años setenta y ochenta, y 
rompieron récord en 1984, cuando disminuyó 
a un 5% del Producto Interno Bruto (PIB), de los 
más bajos del planeta. Estos ingresos reducidos y 
el aislamiento internacional colocaron en algún 
momento al gobierno de Ríos Montt contra las cu-
erdas.

Para tener una idea de la asfixia en cooperación 
militar en la que se encontraba el ejército, es útil la 
comparación que hace Rachel McLeary en su libro 
Imponiendo la democracia: las élites y el fin del 
conflicto armado. El Salvador llegó a recibir hasta 
US$196.6 millones en 1984 por parte de Estados 
Unidos.

Por eso, el 11 de octubre de 1982, el Ministerio 
de Finanzas publicó un comunicado en el que se 
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comprometía con el sector privado a no llevar a 
cabo una reforma agraria ni a estatizar la banca, y 
acordaba junto a “14 empresarios honorables” que 
todo el sector privado cumpliría con el pago de im-
puestos, con el retorno de capitales al país y con un 
“apoyo financiero específico para la erradicación 
de la subversión, por Q60 millones”, que eran en-
tonces US$60 millones y que representaba el 70 
por ciento del presupuesto militar aprobado para 
1982. Q60 millones de 1982, equivaldrían en junio 
de 2013 a Q1.3 mil millones. El memorando tenía 
el cálculo de lo que debía pagar cada cámara: Q24 
millones la Cámara de Comercio, Q15 millones la 
Cámara de Industria, Q9 millones la Cámara del 
Agro, y Q12 millones la Asociación de Bancos, lo 
que sumaba los Q60 millones, según la publicación 
de la revista Inforpress del 9 de diciembre de 1982. 
El comunicado fue transcrito por Fernando Val-
dez y Mayra Palencia en la página 56 del libro Los 
dominios del poder: la encrucijada tributaria, de 
1998.

Entre estos 14 empresarios honorables se encon-
traban: Juan Francisco Reyes López, expresidente 
del Cacif y exvicepresidente durante el gobierno 
del FRG (2000-2004); Juan Miguel Torrebiarte, del 
Banco Industrial; Juan Maegli, de Cementos Pro-
greso; Mario Granai, del Banco G&T Continen-
tal; Ernesto Rodríguez Briones, del Banco Indus-
trial; José Toledo, del Ingenio Magdalena; y Carlos 
Springmühl, del Banco Industrial y presidente de 
la Cámara de Industria. Rodríguez fue fundador 
de Distelsa y del Centro de Estudios Económicos 
Sociales, en 1958 –del que luego surgiría la Uni-
versidad Francisco Marroquín-, y Springmühl fue 
uno de los fundadores de la Universidad Francisco 
Marroquín, en 1971.

http://www.flacso.org.ec/biblio/catalog/resGet.php%3FresId%3D46049
http://www.flacso.org.ec/biblio/catalog/resGet.php%3FresId%3D46049
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Estos siete nombres aparecen en la página 159 
del tomo III del proyecto de Recuperación de la 
Memoria Histórica (Rehmi) de la Iglesia católica, 
publicado en 1998. La fuente que cita el Rehmi es 
el libro El recurso del miedo, de Carlos Figueroa 
Ibarra, publicado en Costa Rica en 1991. La revista 
Inforpress del 9 de diciembre también recuerda 
que grupo fue mencionado en un telenoticiero. No 
se encontró ninguna referencia escrita de los otros 
siete integrantes. El grupo de “los catorce” también 
se menciona en el libro de Valdez y Palencia, pub-
licado en 1998. Se intentó conversar con los siete. 
Rodríguez ya falleció; Maegli y Springmühl no 
aceptaron por problemas de salud; y no se recibi-
eron respuestas por parte de Torrebiarte, Granai y 
Toledo. Reyes López fue el único que respondió: 
“Yo me recuerdo que el general Ríos me pidió que 
hiciera una reunión con dirigentes empresariales 
en la Casa Presidencial y derivado de eso puede 
haberse suscrito ese memorando (de 1982), pero 
no me recuerdo más. En Casa Presidencial habla-
mos de que había que aumentar la carga tributaria 
para poder crear programas sociales que redujeran 
la pobreza y los problemas sociales. Me recuerdo 
que en la reunión hablaron Carlos Springmühl, 
Juan Maegli. Pero no me acuerdo si se dio toda la 
contribución, ni qué decía el documento que ust-
ed me menciona. Usted entenderá que con mis 75 
años no me recuerdo de detalles”. 

Consultado sobre los siete nombres, Enrique Go-
doy apunta el origen de este grupo de empresa-
rios: “No era que vinieran por sectores, sino que 
eran empresarios caficultores, que su prosperidad 
vino originalmente del café y que luego migraron 
a la industria o a la banca. Y tenían sus fincas en 
las regiones en las que estaba la guerrilla con más 
fuerza: San Marcos, Huehuetenango, Quiché y Alta 
Verapaz. Ellos lograron convencer a los terrateni-
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entes de la Costa Sur de la amenaza guerrillera y 
de aportar a la contrainsurgencia. Este aporte ex-
traordinario, por cierto, ha sido normal en toda 
América Latina. El último caso fue el de Colombia 
con Álvaro Uribe”.

Cuánto de los Q60 millones solicitados fueron en-
tregados voluntariamente para la contrainsurgen-
cia entre diciembre de 1982 y junio de 1983 es algo 
que no está claro.

En su libro Imponiendo la democracia: Las élites y 
el fin del conflicto armado, Rachel McLeary, afirma 
que el aporte ofrecido no se pagó. García Noriega 
respondió que no recuerda si hubo una contribu-
ción, pero considera que ésta no se dio porque la 
inversión de los empresarios se concentraba en 
la defensa de sus familias y sus propiedades. Dos 
líderes empresariales en 1982, consultados para 
este reportaje, dijeron que recordaban que hubo 
un pago, pero que no sabía de cuánto. En cambio, 
según el Rehmi, los Q60 millones fueron entrega-
dos en su totalidad. El coronel Leonardo Figueroa 
Villate, ministro de Finanzas entre 1982 y 1983, re-
spondió a Valdez y Palencia en 1998 que los em-
presarios sí habían contribuido, pero no especificó 
con cuánto: “Sí, siempre hay gente que quiere 
colaborar y otras que no, pero sí hubo en aquella 
época”. Von Hoegen, entonces en Segeplan, cree 
que sí se dio el aporte extraordinario: “Hay que re-
cordar que en ese momento no se sabía que era la 
parte final de la guerra”  y se necesitaba dinero para 
financiar la guerra y obras para quitar las banderas 
de la guerrilla”.

El capitán Muñoz Piloña, probablemente el militar 
con más influencia en el gobierno de Ríos Montt 
y a cargo de la “supervisión” de los ministerios 
de Salud y Economía, resume la relación finan-
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ciera con un ejemplo: “Cada vez que no había para 
pagar planilla de todo el Estado, el ministro de Fi-
nanzas llamaba al de Economía, el de Economía 
hacía un par de llamadas a sus amigos y de pronto, 
ya había dinero para pagar la planilla”. El minis-
tro de Economía, Julio Matheu, expresidente de la 
Cámara de Comercio hasta antes del gobierno de 
Ríos Montt, era el delegado principal del Cacif en 
el Gabinete.

En los documentos oficiales del Ministerio de Fi-
nanzas, constan donaciones del sector privado al 
gobierno, entre 1982 y 1983, por únicamente Q10.6 
millones (unos Q216 millones de junio de 2013). 
Se solicitó al Ministerio de Finanzas una copia del 
memorando citado por Valdez y Palencia, al que 
tuvieron acceso cuando hicieron el libro, pero del 
que no tienen una copia. Valdez no recuerda el 
nombre de los otros siete empresarios que firma-
ron el apoyo al comunicado.

De lo que sí hay constancia es de una diferencia 
millonaria para la época entre lo aprobado en el 
presupuesto y lo ejecutado por el Ministerio de 
la Defensa en 1982 y 1983. Para 1982 se habían 
aprobado Q86 millones y se gastaron Q164 mil-
lones; y en 1983 se aprobaron Q142 millones y se 
ejecutaron Q184 millones de entonces. Diferen-
cias que suman Q100 millones y que pudieron 
provenir,principalmente, de transferencias desde 
otros ministerios o entes autónomos y, en menor 
medida, de donaciones de los pocos gobiernos 
amigos, como Israel o Taiwán; o, efectivamente, de 
aportes del sector privado.

Según los documentos de Finanzas, tanto las trans-
ferencias entre ministerios como las donaciones 
empresariales son recurrentes como las “regalías 
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voluntarias” de las mineras que entran a las arcas del Es-
tado como donación. Aunque para fines contrainsurgentes 
estos aportes sólo se han dado en 1982-83 y en 1954, según 
los testimonios empresariales. 
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En donde se puede probar que los empresarios pu-
sieron fondos de sus bolsillos y buena parte de su 
capital político fue en los esfuerzos por acabar con 
el aislamiento internacional que lideró Estados 
Unidos durante el gobierno demócrata de Jimmy 
Carter (1977-1981). El embargo contra el ejército de 
Guatemala pronto se tradujo en un aislamiento co-
mercial y político que empezaba a afectar al sector 
privado guatemalteco, que sufría trabas técnicas 
para dificultar el ingreso de los productos al mer-
cado estadounidense e inversiones de empresarios 
de ese país en Guatemala.

Este trabajo de cabildeo fue canalizado por medio 
de la Asociación de Amigos del País, el equivalente 
político de la Fundación para el Desarrollo de Gua-
temala (Fundesa), fundada en 1984. Consistía bási-
camente en “romper el canal diplomático” entre 
la embajada de Estados Unidos en Guatemala y el 
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Departamento de Estado por medio de lobby con 
tomadores de decisión en Washington: senadores, 
congresistas y la Casa Blanca. El empresario García 
Noriega, quien ha presidido en siete ocasiones el 
Cacif, lo explica:

–¿Cómo fue el trabajo empresarial para romper el 
aislamiento?

–Fue empezar a tocar figuras claves rompiendo 
el esquema del Departamento de Estado, yendo 
a hablar directamente con los senadores, congre-
sistas, gente influyente dentro de los partidos Re-
publicano y Demócrata. Es decir, fue un esfuerzo 
bastante grande.

–Para tener una idea del tamaño, ¿qué números re-
cuerda?

–Cuando a mí me tocó, íbamos a Washington y 
teníamos unas 25 reuniones en cuatro días. Sena-
dores habían diez o quince (de 100 miembros del 
Senado). El Departamento de Estado nos recibía 
también. Había gente también del Consejo de Se-
guridad de la Casa Blanca. También de la cámara 
de comercio americana-guatemalteca.

–¿Cómo un grupo de guatemaltecos logra que los 
reciba gente tan importante en Estados Unidos?

–Porque hay siempre conexiones. Alguien con-
oce a alguien. O son proveedores. O son empresas 
norteamericanas que son importantes donantes 
(en la política) en Estados Unidos y nos  presenta-
ban. O algunos que fueron compañeros de sena-
dores cuando estudiaron en Estados Unidos. Y ese 
senador llevaba otros diez o doce de su grupo. Y 
luego fue más institucional el tema. Lo importante 
era romper los canales oficiales de que el emba-
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jador reportaba al Departamento de Estado.

 De esta manera, había una relación más fluida, las ci-
tas se hacían de otra manera. Y siempre hubo mucho 
interés, era increíble. (…) Una cosa puede ser la opin-
ión de una embajada, pero no significa que sea la 
opinión oficial de un gobierno. Hay que distinguir. 
Cuando viene el Departamento de Estado o el presi-
dente de Estados Unidos en Washington y dice algo, 
eso sí es una opinión oficial sobre Guatemala.

Muñoz Piloña recuerda uno de estos cabildeos: “Una 
vez en septiembre de 1982, Juan Maegli y los de la 
Asociación Amigos del País, que era algo como lo 
que ahora es Fundesa, me invitaron a ir con ellos a 
Miami a una reunión del Caricom (Comunidad de 
Estados del Caribe). Y el indito, yo, no sabía nada de 
esas cosas. Yo iba de patojo ignorante. Ahí pasaron 
dos cosas muy interesantes. Juan Maegli me presentó 
al Primer Ministro de Belice y estuve hablando con 
un senador demócrata que sólo había escuchado la 
visión de la guerrilla sobre el conflicto. Al senador le 
conté que eran inventos lo de las bayonetas de los 
fusiles galil o que la masacre de Dos Erres nunca ex-
istió, pues fueron a buscar las evidencias en ese mo-
mento alguien del gobierno y alguien de la embajada 
estadounidense y no encontraron nada, fue una ma-
sacre de escritorio. Y cambió su visión. (…) Mire, (los 
empresarios) me atendieron a cuerpo de rey. Yo no 
sabía de esos viajes, yo era un hombre de campo, de 
montaña, de trabajo, pero en esta oportunidad vimos 
que ellos realmente abren espacios a nivel interna-
cional. Estaban bien coordinados, mis respetos”.

http://www.plazapublica.com.gt/sites/default/files/dos_erres_el_largo_camino_hacia_la_justicia_1_1.pdf
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Whitbeck también recuerda este trabajo junto a la 
Asociación de Amigos del País, desde tiempos de 
Lucas. “No sé si ayudó (a romper el aislamiento), 
pero sí logramos que nos escucharan y que vini-
eran a ver la realidad de nuestro país”.

La estructura de cabildeo es algo que se mantiene 
hasta la actualidad y se activa con asuntos trascen-
dentales por parte de diferentes sectores del em-
presariado. Van desde las negociaciones para 
aranceles al azúcar hasta descalificaciones al tra-
bajo de la Comisión Internacional Contra la Im-
punidad en Guatemala (Cicig) con la contratación 
del exdiplomático Robert Gelbard. En los años 
ochenta, el cabildeo logró alivianar las trabas com-
erciales contra productos guatemaltecos y que se 
considerara al ejército como un interlocutor para 
el proceso de paz.

http://www.economist.com/node/21532292
http://www.economist.com/node/21532292
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Pero el apoyo político en el gabinete y el Consejo 
de Estado, la contribución extraordinaria para la 
insurgencia, y el cabildeo internacional no fueron 
lo único que aseguró la victoria del ejército y de 
los empresarios sobre las guerrillas de izquierdas. 
Tres documentos: una recopilación de la historia 
moderna de la proempresarial Asociación de 
Amigos del País; un libro agotado de un militar 
retirado; y un documento secreto desclasificado 
por el National Security Archives, que son las 
Órdenes Generales del Ejército, mencionan otro 
factor como determinante: la Fuerza Aérea de 
Reserva.

Antes de que nadie vaticinara que los procesos para 
llegar a un juicio por genocidio tendrían éxito, en 
2008, el mayor de infantería Gustavo Díaz López 
escribió Guatemala en llamas, una visión político-
militar del conflicto, un libro en el que se hace un 
balance sobre el conflicto armado. En la página 
204, recuerda los factores que les hicieron ganar la 
guerra: “En este período (1982) se produjeron dos 
hechos muy importantes para inclinar el curso de 
la guerra a favor de las fuerzas gubernamentales. 
El primero consistió en la organización formal de 
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la Reserva Aérea, constituida por pilotos civiles que 
aportaban su tiempo y sus aeronaves en apoyo de 
las operaciones militares. (…) El segundo fueron el 
retorno a filas de miles de reservistas”.

Díaz López es un representante institucional del 
ejército durante el último cuarto de siglo. Se graduó 
de la Escuela Politécnica en 1970, fue oficial en la 
dirección de Inteligencia del Estado Mayor de la 
Defensa Nacional, director de la escuela de Inteli-
gencia, jefe de la sección de Operaciones Psicológi-
cas del Ejército, oficial del Estado Mayor de la Base 
Militar de Tropas Paracaidistas, cofundador de las 
Unidades de Asuntos Civiles del Ejército, miembro 
de la comisión redactora del capítulo sobre el ejér-
cito en la Constitución de 1984, delegado con rango 
de embajador ante la Asamblea General de la ONU 
en 1986 y representante militar ante el Grupo Con-
tadora para la Paz en Centroamérica. También fue 
director general de Caminos y cuenta con varias 
condecoraciones militares. En 1989 fue uno de los 
militares que intentó derrocar a Vinicio Cerezo y 
en 1992 fue nombrado por Ramiro de León Carpio 
como gerente de Guatel. Tiene estudios de ciencias 
políticas en la UFM. En 2013, hizo una “consultoría 
militar” para la defensa sobre las “falaces acusacio-
nes del MP en el juicio contra Ríos Montt y Rodrí-
guez Sánchez”.

En 1996, la Asociación de Amigos del País, muy 
cercana a la élite empresarial, ya había afirmado 
en Historia General de Guatemala que “La Fuerza 
Aérea estaba prácticamente inutilizada por carecer 
de repuestos. Tal deficiencia se resolvió parcial-
mente con las reservas de la entidad civil del Aero-
club. En efecto, en 1983 operaban solamente seis 
helicópteros militares”, publicaron en la página 126 
del tomo VI.

http://www.miejercito.com/documentos/genocidioguatemalteco-falaces-acusaciones-ministerio-publico.pdf
http://www.miejercito.com/documentos/genocidioguatemalteco-falaces-acusaciones-ministerio-publico.pdf
http://www.miejercito.com/documentos/genocidioguatemalteco-falaces-acusaciones-ministerio-publico.pdf
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La misma Fuerza Aérea de Reserva que menciona-
ba Kaltschmitt en su columna de 2013. Kaltschmitt 
accedió a una entrevista por correo electrónico, 
pero no respondió a las preguntas.

En su libro, Díaz López se adentra en detalles de esta 
fuerza de aire de los empresarios. “Estos pilotos ci-
viles ejecutaban misiones muy riesgosas transpor-
tando personal y abastecimientos, apoyando a la 
población civil en caso de desastres y participando 
también en peligrosas misiones de reconocimien-
to aéreo y en algunas de bombardeo y ataque de 
posiciones enemigas. Ante la carencia de material 
que sufría la Fuerza Aérea, los aviones de la Reser-
va Aérea eran acondicionados para el lanzamiento 
de improvisadas bombas consistentes en obsoletas 
minas alemanas antitanque, de la Segunda Guerra 
Mundial, a las que se les agregaba un mecanismo 
de detonación por tiempo, además desde la com-
puerta de lanzamiento se hacía fuego con armas 
automáticas. En 1982, la Reserva Aérea se concen-
tró en la Base de Paracaidistas (en el Puerto de San 
José), aproximadamente treinta y cinco aviones 
de diferentes tamaños y capacidades, con los que 
transportó hacia la pista de aterrizaje de Nebaj, una 
unidad de fusileros paracaidistas con sus trenes de 
combate, para lanzar operaciones ofensivas contra 
el Ejército Guerrillero de los Pobres (EGP) en el 
Triángulo Ixil”.

La Comisión de Esclarecimiento Histórico de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU), se re-
fiere al lanzamiento de bombas en el área ixil. Pu-
ede diferenciarse entre las bombas de 500 libras, 
lanzadas desde aviones militares como los Pilatus, 
comprados a Suiza, y las bombas que podían ser 
lanzadas desde helicópteros.
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Sin especificar de qué tipo de bombas se trataba, 
en su tercera conclusión, la CEH estableció que 
en el área ixil se bombardeó a la población que 
se desplazaba, huyendo de las masacres. Además, 
en el párrafo 3322, del capítulo 2, publicó que “la 
población perseguida era bombardeada durante 
el desplazamiento, como sucedió en Bicalamá, 
Sumal I, Xecotz, Tzalbal, Xexucap, y Acul, todas 
aldeas de Nebaj. De la misma manera en Chajul, 
durante 1982 y 1983 fueron bombardeadas las al-
deas de Santa Rosa, Xajboj, Xeputul, Santa Clara, 
Cabá y Xaxmoxam”. “Hasta vienen helicópteros, 
aviones para venir a bombardear estos lugares 
aquí, pero la verdad como le digo pues que tal vez 
el ejército también ya no mira bien, ya no controla 
bien a quién es el que está bombardeando sino que 
está bombardeando ya a la población, a la pobre 
gente”, dice el testimonio colectivo de Bicalamá. El 
de Sumal I añade: “Si el bombardeo directamente 
o sea represión comenzó dura en esta comunidad 
fue en el 83 cuando los aviones bombardearon, 
quiere decir que el ejército esperaba la población 
así en los guatales, mientras que el avión bombar-
dea en los guatales para que salga la población y el 
ejército los recibía y los mataba, aquí en Visumal 
murieron gentes carbonizadas por el ejército”.

En una entrevista para este reportaje, Díaz López 
aseguró que sólo se bombardeó a fuerzas guerrill-
eras y ahondó en la explicación sobre el papel de la 
Fuerza Aérea de Reserva.

–¿Cómo se da esta participación de la Fuerza Aérea 
de Reserva?

–El embargo de Estados Unidos durante Carter 
(desde 1978) fue haciendo crisis porque todas las 
aeronaves eran estadounidenses y no teníamos 
repuestos. El coronel René Morales y el civil Gus-
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tavo Anzueto Vielman invitaron a pilotos civiles 
a incorporarse al esfuerzo de guerra. En ciertos 
momentos incluso participaron en acciones de 
combate, en ataques a campamentos subversivos o 
bombardeos a los campamentos.

–Con el lanzamiento de bombas, como usted es-
cribió en su libro.

–Claro, usando tecnología arcaica, pero al fin y al 
cabo efectiva. Utilizando minas antitanque de la 
Segunda Guerra Mundial. Ahí le habían adaptado 
algunos dispositivos de tiempo, una mecha, y se 
lanzaban desde el aire. Eran cosas muy rudimen-
tarias, pero eran útiles. Pero yo diría que el mayor 
esfuerzo de los pilotos de la Reserva Aérea consis-
tió en apoyar el aspecto moral.

–¿Cómo así moral?

–Incide en los combatientes ver morir a la gente 
sin apoyo médico, siempre golpea. Por eso es parte 
de la táctica guerrillera golpear e irse, porque lo-
gran un estado moral, anímico, duro en las tropas, 
porque saben que siempre están expuestos. Pero 
una cosa era estar expuesto y saber que lo iban a 
rescatar (aviones) y otra era sólo estar expuesto. 
También la parte logística, transportar abastec-
imientos, personal que tenía que llegar o salir de 
las áreas de operaciones.

–¿Por qué fue determinante?

–Porque cuando no teníamos aviones ni he-
licópteros, ellos estaban ahí. Ellos ponían la aero-
nave, a veces el combustible. Hay una serie de fac-
tores alrededor de eso. Ante todo saber que se tiene 
la capacidad de hacer algo que se necesita. Hubo 
una operación entre 1981 y 1982 cuando se recu-
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peró la pista de aterrizaje de Nebaj. El EGP (Ejér-
cito Guerrillero de los Pobres) la había tomado y 
no permitía ningún aterrizaje. Y los paracaidistas 
necesitaban ser transportados y llegar. Y la Reserva 
Aérea utilizó más o menos 35 naves; no había nin-
guna del ejército. (…) Aunque eran ineficientes en el 
sentido de precisión, como el cálculo de la trayec-
toria, que no era técnico sino improvisado. Pero 
siempre hay un efecto. Definitivamente las explo-
siones afectan al adversario. Aunque no se tenga 
la certeza, siempre hay un efecto psicológico. (El 
plan Fortaleza 87 del ejército, citado por el CEH, 
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recoge esta estrategia: “El empleo de bombardeo 
aéreo y/o artillería como operaciones psicológicas 
deberá planificarse y podrá solicitarse al Estado 
Mayor de la Defensa Nacional como acción psi-
cológica por parte de los comandos de las zonas y 
bases militares”).

–En el 2013, se ha detectado que incluso los drones 
de EE.UU., aviones pilotados a control remoto, 
con imágenes nítidas de satélite, fallan y no matan 
siempre a militantes de Al Qaeda, sino que en un 25 
por ciento son víctimas civiles. En 1982, el porcen-
taje de víctimas civiles no combatientes, con este 
tipo de ataques, debe haber sido mucho mayor. 

–El tema de los bombardeos no era indiscrimi-
nado, sino sólo en casos en los que alguna unidad 
militar estaba empeñada en combate. General-
mente fuera de donde había población. Nunca vi 
un bombardeo sobre área poblada. Estuve en al-
gunos en áreas montañosas. En donde alguna pa-
trulla entablaba combate y pedía apoyo aéreo. No 
digo que no pudo haber pasado, puede ser, pero yo 
no, yo nunca lo vi. Sí lo vi muchas veces en áreas 
no de población civil, sino de puras fuerzas guer-
rilleras y ejército. La imprecisión de la Reserva… 
es que no era esa su misión principal. Lo que se 
hacía era abrir la compuerta de carga y llevar a 
un tirador para ametrallar, y a veces el uso de las 
minas. Pero aún en el apoyo de la Fuerza Aérea, 
las bases de combate eran de la Fuerza Aérea. Pero 
como llegamos a tener sólo dos aeronaves, por eso 
necesitábamos de la Fuerza Aérea de Reserva. Por 
eso es que posteriormente la Reserva Aérea recibió 
un reconocimiento. Les dieron grado militar a los 
pilotos.

Los Acuerdos Gubernativos 153-82 y 154-82, del 
20 de julio de 1982, que forman parte de la Or-

http://www2.gwu.edu/~nsarchiv/NSAEBB/NSAEBB419/docs/19-82.pdf
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En la lista de 103 integrantes de la Fuerza Aérea de 
Reserva había empresarios y pilotos de los empre-
sarios, a quienes se les confirió el título de subte-
niente de Reserva en el Arma de Aviación. Entre los 
empresarios resaltan el cafetalero Max Quirin Schod-
er, quien ha fue representante del Cacif ante la Junta 
Monetaria del Banco de Guatemala durante varios 
períodos y ahora es su representante ante el Instituto 
Guatemalteco de Seguridad Social; Quirin no quiso 
responder para esta entrevista. O Raúl Minondo Her-
rera, uno de los arquitectos que diseñaron el Banco de 
Guatemala y el Crédito Hipotecario Nacional, el edi-
ficio central de la Universidad de San Carlos y el del 
hospital Herrera Llerandi. Minondo, quien ya falleció, 
militó en el Movimiento de Liberación Nacional. 

También formaron parte Carmelo Torrebiarte, de 
Fundesa; y Rodrigo Sánchez Ayau, quienes declin-

den General del Ejército para Oficiales 19-82, dan 
cuenta de este reconocimiento militar firmado por 
el entonces Presidente de la República y Coman-
dante General del Ejército, José Efraín Ríos Montt.

Entre los reconocidos están algunos miembros de 
la élite guatemalteca. Encabezan los tenientes de 
Reserva en el Arma de Aviación: Gustavo Anzue-
to Vielman, Francisco Octavio Aragón González 
y Héctor Morataya Morales. Anzueto Vielman, a 
quien su estado de salud no le permitió dar una en-
trevista para este reportaje, fue uno de los líderes 
de la extrema derecha durante los años ochenta. 
Fue candidato presidencial por la Central Aranista 
Nacional (CAN), con la que llevó a cabo la primera 
propuesta libertaria diseñada por Manuel Ayau y 
los líderes de la Universidad Francisco Marroquín, 
según recuerda Juan Carlos Simmons, desde el se-
gundo 2.30 del  video cuyo enlace aparece al final 
del reportaje .

http://www2.gwu.edu/~nsarchiv/NSAEBB/NSAEBB419/docs/19-82.pdf
http://newmedia.ufm.edu/gsm/index.php%3Ftitle%3DSimonsayaulibertad
http://newmedia.ufm.edu/gsm/index.php%3Ftitle%3DSimonsayaulibertad
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aron dar declaraciones para este reportaje. Otros 
empresarios reconocidos por Ríos Montt fueron 
Adolfo Fumagalli Saravia, de la Hidroeléctrica Patu-
lul; José Manuel Herrarte Orantes, administrador 
de la reserva privada Tapon Creek en Izabal, según 
el CONAP; René Morel Altenbach, dueño de un tall-
er aeronáutico; William Stixrud Herrera, quien pre-
sidió la Asociación Nacional del Café en los años 
noventa; o Francisco Font Elías y el finquero Jorge 
Herman Fuxet, cuya familia tiene una planta pro-
cesadora de energía renovable en Colomba Costa 
Cuca, Quetzaltenango. Font y Herman ya fallecier-
on.

Varios –en su mayoría pilotos de los empresari-
os– han sido candidatos a alcaldes, a concejales o 
a síndicos. Unos de los que militaron en partidos 
fueron Jorge Alberto Rosal Zea, del Partido Patriota, 
asesinado en 2002, o José Adán Regalado Salguero, 
ganadero y gobernador de Petén durante el gobier-
no del FRG. Otros han sido acusados de volar aero-
naves ilegales, como el fallecido Antonio Arévalo, 
quien también era concejal en Cobán. Faustino Pa-
dilla Carrillo, también de Cobán, se dedicó a elab-
orar vinos de arándano. Rafael Arreaga Martínez 
es el actual presidente de la Cámara Guatemalteca 
de la Educación. Antonio Pozuelos Leal es el actual 
subdirector de Aeronáutica Civil.

García Noriega relativiza el tema de las bombas. 
“No sé, pero (si se dio) tuvo que haber sido muy 
precario porque la gran mayoría de los empresa-
rios no tenía formación militar como para dirigir 
ataques aéreos. Era una fuerza rudimentaria de de-
fensa. Si se tiraba una bomba no era aquel bombar-
deo que tiraba mil bombas. Aquí tal vez una bomba 
que tiraban de la puerta, viendo de no caerse de la 
avioneta, si había eso. No veo a ninguno de los que 

http://www.portalcuencas.net/Virtual_Library/Files/358.pdf
http://www.manta.com/ic/mx1pzhw/gt/rene-morel-y-cia-limitada
http://www.manta.com/ic/mx1pzhw/gt/rene-morel-y-cia-limitada
http://carma.org/plant/detail/9082
http://www.s21.com.gt/nacionales/2010/12/22/concejal-v-coban-manejo-nave-incautada
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conozco que vuela que fuera en un asunto de avio-
nes artillados. No existía tal cosa. Tal vez la parte 
logística de transporte de personas era la parte 
más importante. La otra era insignificante”.

Harris Whitbeck recuerda una anécdota sobre el 
precario estado de la Fuerza Aérea Guatemalteca 
(FAG), que obligó al llamado a la Fuerza Aérea de 
Reserva. “En una ocasión la FAG nos prestó un he-
licóptero para llevar a un grupo de senadores y 
congresistas gringos al Altiplano. Y cuando íbamos 
a despegar de regreso, el helicóptero estuvo a pun-
to de estrellarse. Tanto que nos tuvieron que dejar 
a los guatemaltecos y llevarse sólo a los estadoun-
idenses, pues estábamos en una zona guerrillera. 
Cuando ya llegamos todos a la capital y nos fui-
mos a tomar unos tragos al Camino Real, le dije 
al congresista Jim Sensenbrenner (por Wisconsin) 
que era culpa de los Estados Unidos, que no nos 
vendía repuestos, que estuviera en tan mal estado 
la FAG”. Sobre las bombas lanzadas desde avione-
tas privadas, respondió: “No me consta. Él (mayor 
Díaz) sabría más que yo. Mi relación con la Fueza 
Aérea de Reserva fue la labor humanitaria, sacar 
heridos o darnos jalón para llegar a esas áreas en 
conflicto. Yo nunca oí sobre las bombas y no me 
consta”.

El periodista Óscar Clemente Marroquín, que formó 
parte del Consejo de Estado, secundó el testimonio 
del mayor Díaz López: Conozco alguna gente que 
formó parte de esa “reserva” y que comentaban 
sus acciones de combate. No pocos fanfarroneaban 
con su “heroísmo”.

Un cooperativista que pidió omitir su nombre fue 
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testigo de una masacre en la que hubo partici-
pación de aeronaves civiles. Se trata de la segunda 
masacre de Cuarto Pueblo, Quiché, el 14 de marzo 
de 1982, en la que murieron 380 personas. 

“ En los setentas nosotros en las cooperativas 
vendíamos cardamomo y venían pilotos de fincas 
a comprárnoslo. Por eso fue que ese 14 de marzo, 
que era día de mercado, cuando vimos sobrevolar 
el área un helicóptero blanco y azul, civil, todos 
nos alegramos. Pero sólo nos estaba vigilando. A 
los 15 minutos llegó el ejército y empezó a bom-
bardear y masacrar gente”, recuerda. 

Entre quienes pilotearon las aeronaves, Héctor Fer-
nando Castillo Herrarte, empresario algodonero 
que participó también en la Cámara del Agro, ac-
cedió a conversar. La Cámara del Agro, cuyos agre-
miados se trasladaban en avionetas y helicópteros 
a sus fincas, tenían las visiones más conservadoras 
sobre el país y fueron el principal respaldo del ejér-
cito en esta batalla.

Castillo Herrarte niega haber visto a algún empre-
sario haber lanzado bombas desde sus avionetas.

–El mayor Gustavo Díaz escribió que en 1982 la 
Fuerza Aérea de Reserva inclinó la balanza a favor 
del ejército. ¿Cómo surgió?

–Te cuento. La Reserva de la Fuerza Aérea es un 
comando especial que existía de la época de la Lib-
eración (1954), cuando se decidió que pilotos civi-
les volaran aviones militares. Fue así como algunos 
pilotos volaron aviones militares y nunca particip-
aron en operaciones (en los cincuenta), pero reci-
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bieron los entrenamientos. Y el gobierno de Ríos 
Montt decidió hacer una excepción. Esto porque el 
gobierno de Estados Unidos durante el presidente 
Carter embargó la venta de repuestos militares. Y 
en una acción muy patriótica, diría yo, empezaron 
a apoyar a la Fuerza Aérea. El presidente Romeo 
Lucas dijo en una ocasión en una cadena de radio 
nacional que no necesitábamos de los Estados Uni-
dos. Muchos lo acusaron de loco, pero realmente 
les demostramos que no necesitábamos. En aquel 
momento, Ríos Montt decidió darnos un grado mil-
itar de reserva porque nosotros desde la época de 
Kjell (Laugerud, 1974-1978) ya veníamos volando 
para el ejército, transportando medicinas, médi-
cos, algunos oficiales, que los llevábamos a dife-
rentes lugares y puntos, raciones del ejército que 
no tenían cómo transportarlas y la mayor parte 
de las obras estaban en operaciones fuera de las 
bases militares. Como Nebaj, que era un lugar 
sumamente caliente. Entonces nosotros ayudamos, 
desde antes que nos nombraran Reserva Aérea. Lu-
ego Ríos Montt, por medio del comandante de la 
Fuerza Aérea y algunos de nuestra gente, nos dio 
un grado militar.

–¿Algunos de su gente como Gustavo Anzueto Viel-
man?

–Como Gustavo Anzueto. Decidieron darnos un 
grado y uniformes militares porque volábamos 
en áreas de conflicto y si por alguna razón ater-
rizábamos, que los soldados supieran quiénes éra-
mos porque si no, nos iban a matar si nos encontr-
aban a media selva o en una pista. Para darnos esa 
seguridad nos nombraron subtenientes de reserva 
de la Fuerza Aérea. Nosotros éramos subtenientes 
pero a quienes venían volando desde los cincuenta 
los nombraron tenientes.
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–¿Cuántos empresarios participaban?

–Yo diría que éramos como 70 aviones con empre-
sarios volando. Algunos tenían pilotos porque ellos 
no volaban. Había gente que decía, yo no vuelo pero 
ahí está mi avión. Había muchos pilotos. Pero no era 
una Reserva Aérea identificada con el sector privado. 
Muchos agarraron sus cosas y se fueron a vivir a Mi-
ami, como lo hicieron muchos empresarios de El Sal-
vador. En la Reserva Aérea vas a encontrar personas 
del sector privado que se preocuparon por la situación 
que estaba viviendo el país. Te voy a decir algo, yo, 
personalmente, apoyé al ejército porque sabía que el 
ejército estaba librando una lucha por nosotros, los 
guatemaltecos, y todos los guatemaltecos deberíamos 
haberlo apoyado. En una oportunidad hicimos un des-
file de toda la aviación nacional, en tiempos de Lucas, 
dándole apoyo al ejército. Con avionetas del sector 
privado hicimos un círculo que salía del aeropuerto al 
parque central dando vueltas y nunca se rompía, avión 
con avión. Unos 80 aviones y 20 o 30 helicópteros, to-
dos apoyando al gobierno y al ejército. Porque el ejér-
cito realmente libró una batalla contra todo.

–El mayor Díaz afirma en su libro que lanzaron bom-
bas.

–Yo no ví a ningún empresario lanzarlas. Lo que te 
puedo decir con claridad es que si el sector privado 
apoyaba al ejército era porque el ejército estaba cum-
pliendo con un mandato constitucional. Querían to-
mar el poder (las guerrillas) y si uno ve las elecciones, 
simpatía hacia el izquierdismo no existe. Siento que 
nos fijamos demasiado en el pasado cuando estamos 
viviendo el presente. Hay un dicho que es que es para 
que no se vuelva a repetir, pero esto no se va a volver 
a repetir siempre y cuando no venga un grupo de apr-
ovechados a querer aprovecharse del que ha trabajado 
y ha llevado una vida ordenada.
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El sector privado parece haber acertado en considerar 
este juicio como una batalla determinante. Y respira 
tranquilo tras haberla ganado. Para el empresario cu-
arentañero que estuvo en las deliberaciones tras el 10 
de mayo, “la sentencia representaba un cambio de épo-
ca, un momento en el que se sacaba al Cacif de la toma 
de decisiones trascendentales. Y eso se evitó con esta 
oposición”. Se evitó también escribir de nuevo la histo-
ria desde los tribunales, colocando a uno de los jefes 
de Estado que ganó la guerra en los ochenta, a costa de 
una estrategia genocida, entre los criminales de guer-
ra. Eso sí, los empresarios reconocen que al presionar 
tan explícitamente a la Corte de Constitucionalidad en 
esta ocasión, dejaron una buena parte de su capital 
político y su imagen internacional en este pulso.

La alianza que ganó la guerra en los años ochenta tuvo 
en su centro a militares y empresarios. Empresarios 
que se involucraron en distintos niveles. Desde tec-
nócratas de centro, medios de comunicación, patrulle-
ros de autodefensa civil, ciudadanos que delataban o se 
hacían de la vista gorda cuando miraban o escuchaban 
crímenes de lesa humanidad hasta empresarios que 
volaron sus propias avionetas y lanzaron bombas. Los 

CAPÍTULO 7

Capítulo para la 
historia, lejos de 
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http://www.plazapublica.com.gt/content/capitulo-1-vitalino-sabado-27-de-octubre-de-1984


Martín Rodríguez Pellecer /50

militares repetían en sus documentos que no podrían 
ganar la guerra aislados de la sociedad y necesitaban 
de la participación de buena parte de la ciudadanía. Y 
los abogados que han juzgado genocidios en el mundo 
repitieron en el juicio que ese delito es imposible sin 
una complicidad de parte de la sociedad. La historia-
dora Marta Casaús lo considera la última escala del 
racismo.

La inversión de capital político de los empresarios 
fue suficiente para que este capítulo del pasado, de 
la alianza militar-empresarial, poco conocido entre la 
ciudadanía, no tenga consecuencias penales ni civiles 
tras el boicot a la sentencia. El Ministerio Público no 
quiso dar declaraciones sobre los temas tratados en 
este reportaje. Quizás algún día sea parte de un libro 
de texto.
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